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Introducción

Una situación que ha ido formando parte del quehacer cotidiano de los diferentes sectores de la sociedad chilena (empresarios, autoridades, organizaciones civiles y comunidades) en nuestro país es lo que llamamos los Conflictos Ambientales.

La preocupación por el inminente agotamiento de los recursos naturales del planeta, los episodios de contaminación que afectan áreas protegidas, bosques antiguos, pueblos indígenas, salud de familias enteras, han ido conformando en la conciencia de la sociedad de nuestro país un mecanismo de alerta que actúa frente a la posibilidad de la existencia de situaciones que afecten directamente su entorno.

El riesgo de la explotación irracional de los recursos naturales y la despreocupación por el medio ambiente han sido característicos del modelo económico neoliberal impuesto desde principios de los 80, vigente aún y profundizado por los dos últimos gobiernos. Este modelo que sacrifica todo lo necesario con el objeto de generar crecimiento económico mediante la flexibilización de aspectos como empleo y protección ambiental. 


Con la llegada de la democracia, las expectativas ciudadanas de respeto a los derechos básicos crecieron. Así también las esperanzas de protección de los derechos humanos, de los consumidores y del medio ambiente. Esta esperanza en el tema ambiental aún esta presente aunque claramente debilitada. La protección ambiental no es prioridad del estado democrático y no parece ser que esta situación cambie en un futuro próximo.

Producto entre otras cosas de lo anterior, cuando se inician proyectos llamados de desarrollo, las desconfiadas comunidades se movilizan para obtener el máximo de información sobre los efectos eventualmente nocivos de la puesta en práctica de dichos proyectos.

De ese modo, preocupadas por su entorno descubren que el desarrollo previsto en sus inmediaciones no es mas que crecimiento económico a costa de su seguridad ambiental, su salud, la de su familia y la de toda la comunidad, bajo el área de influencia de un proyecto.

Las acciones que se inician con el objeto de informarse mejor sobre los impactos, sumadas a iniciativas de coordinación y organización que culminan con las ya conocidas denuncias públicas perfilan lo que denominamos un "Conflicto Ambiental".

Las posibles salidas que encuentran los conflictos ambientales siguen siendo impredecibles, a pesar de que el país lleva mas de diez años de experiencia en este tema. Sin embargo hay situaciones que se repiten cuando los conflictos surgen al tratar de forzar la coexistencia de actividades incompatibles: las tradicionales y generalmente sustentables, de carácter local y que beneficia a las comunidades,  y aquellas de uso intensivo del ambiente, los recursos naturales y que favorecen a grandes empresas, generalmente multinacionales.

Los sectores involucrados

En estos conflictos, el sector tradicionalmente llamado "privado" intenta asegurar el desarrollo de sus proyectos apoyándose en la legislación vigente y en el deseo de muchas autoridades y servicios públicos de obtener cifras de crecimiento, no importando a que costo.

Y si ello resultare infructuoso, las compensaciones sociales o económicas a cambio de un daño ambiental forman parte de las conocidas estrategias de cooptación que muchas veces involucra líderes comunitarios y representantes de la sociedad civil.

Conscientes, por otro lado, que las posibilidades de legitimar los deterioros ambientales causados no es tarea fácil, el sector privado se ha apoyado en ideólogos que intentan desprestigiar a quienes bajo el lema ecologista intentan lograr una protección básica del ambiente como sustrato de un desarrollo presente y futuro.

El Estado por su parte, enarbolando un discurso "desarrollista" -donde desarrollo es sinónimo de crecimiento económico- apresurado por concretar inversiones, facilita las acciones privadas tratando de comprometerlas a quedarse, generar empleo, demandar servicios y pasar a formar parte de las instancias que denotan orgullo para la región o localidad.

En este esfuerzo, autoridades olvidan su más profunda labor: el bien público o común, volviéndose contra quienes haciendo uso de sus derechos intentan al menos saber a que estarán expuestos y cuáles serán las consecuencias de dichas exposiciones.

Peor aún, si alguna comunidad intenta oponerse a un proyecto de "desarrollo", la autoridad estatal ha llegado incluso a iniciar acciones contra ella para facilitar el libre y protegido ingreso de capitales y el desarrollo de proyectos, sin preguntarse sus reales impactos sociales y ambientales. El resultado está a la vista: enormes impactos ambientales, daños a la salud de la población, deterioro de recursos naturales y desamparo ambiental, todo ello junto a algo que es tal vez mas grave aún: la perdida del rol del Estado y la desconfianza de la comunidad como resultado de la intrincada dinámica de los conflictos ambientales.

La respuesta civil

La sociedad civil por su parte, en sus intentos por defender su seguridad ambiental y su calidad de vida es enfrentada a agresivas iniciativas privadas y a autoridades complacientes con los deseos empresariales. En ese escenario busca todas las alternativas posibles para abordar una situación de conflicto en condiciones muchas veces de gran asimetría, frente a poderes que se erigen aparentemente incuestionados, dueños de una consigna llamada desarrollo.


A pesar de las enormes desventajas en que se encuentran las comunidades que enfrentan conflictos ambientales, la necesidad de cuidar el ambiente como base para una calidad de vida digna y segura genera cada vez mas iniciativas de defensa ambiental que se originan a partir de la amenaza de implementación de proyectos productivos.

Institucionalidad ambiental y conflictos

Desde 1994, nuestro país cuenta con una Ley de Bases del Medio Ambiente que tiene por objeto regular las actividades humanas con alcances ambientales, aunque no deroga las más de mil leyes sectoriales y decretos relativos al ambiente, de dictación anterior lo que la hace débil y confusa.

La Ley Ambiental 19.300 crea la Comisión Nacional del Medio Ambiente, CONAMA, junto a sus capítulos regionales o CONAMAS regionales de carácter técnico y, COREMAS políticas (Comisión Regional del Medio Ambientes) en las regiones. Junto a ello dicta Normas de Calidad Ambiental y crea el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, SEIA. 

Establece de esta forma la institucionalidad ambiental que regirá en nuestro país, junto a los instrumentos que permiten establecer la calidad ambiental que el Estado debe perseguir. Al mismo tiempo determina cuáles serán las actividades que deberán estar sujetas a evaluación de impacto ambiental a través de estudios que determinen los impactos al medio. Por otro lado existen actividades que sólo requieren una declaración de impacto ambiental (D.I.A), allí donde se supone que dada la actividad, los impactos serán menores.
Esta Ley, y fundamentalmente el SEIA, fue considerada por los legisladores como un instrumento que permitiría evitar el surgimiento de conflictos ambientales, que dicho sea de paso ya venia preocupando a las autoridades desde fines de los 80.

Versiones de grupos ambientales afirman que la Ley y el SEIA serían parte de las exigencias de países importadores de productos chilenos desde el hemisferio norte, preocupados por las posibles campañas de consumidores de dichos países al saber que en los países de donde provenían los productos ni siquiera había una ley que protegiera el ambiente. En este caso se trataría de la necesidad de otorgar un certificado ambiental a pesar que las actividades sujetas a la ley sean eminentemente destructivas.

Independiente de lo anterior, claramente podemos afirmar que el efecto de la Ley Ambiental y el SEIA no fue precisamente evitar los conflictos ambientales. Muy por el contrario, hoy observamos que éstos se presentan cada vez con mayor frecuencia y que su salida se hace cada vez más difícil.

SEIA, participación ciudadana y conflictos ambientales

A diferencia de lo que los legisladores esperaban, el Sistema de Evaluación Ambiental para proyectos que alteran el entorno no evitó la presentación de conflictos ambientales. Las crecientes expectativas que habían tenido las comunidades enfrentadas a ellos, aún en ausencia de una ley ambiental, fueron mayores luego de la dictación de la Ley y sus reglamentos. 

A pesar de que el reglamento del SEIA demoró casi tres años en dictarse, ya con anterioridad proyectos de gran envergadura se acogieron voluntariamente a un proceso de evaluación ambiental siguiendo un instructivo presidencial creado para tales fines. 

Al igual que dentro del reglamento oficial, se considera la participación de la comunidad en el proceso de revisión del Estudio de Impacto Ambiental presentado por el proponente.

Este proceso de participación cobró entera validez con la dictación del reglamento en cuestión.

La comunidad afectada por los impactos negativos de una actividad o proyecto pueden realizar observaciones al estudio expresando así sus reparos a los posibles daños a ser causados por la actividad en cuestión. Las observaciones deben hacerse dentro del plazo de 60 días hábiles. Así lo establece al menos el reglamento del SEIA, sin embargo las experiencias presentadas en la práctica indican otras cosas:

a) Los estudios de impacto ambiental contienen información técnica imposible de ser analizada, comprendida y criticada por la sociedad civil sin una preparación científica.

b) El proceso no dispone de mecanismos económicos que permitan la contratación de profesionales independientes por parte de las comunidades interesadas en participar del proceso para realizar las observaciones críticas correspondientes.

c) Aunque las comunidades gestionaran la asesoría de profesionales independientes, como ha sido el caso en contados conflictos, las observaciones realizadas no han tenido el efecto esperado por la comunidad, es decir, no han significado limites o modificaciones al proyecto original. Mas aún, no se ha respondido oficialmente a las observaciones como lo establece la misma ley ambiental.

d) Finalmente, quien en realidad toma las decisiones sobre la aprobación de un proyecto presentado al sistema no es la autoridad técnica que mide los impactos de la actividad y propicia la participación ciudadana mediante observaciones,  sino el equipo político de la Comisión Regional del Medio Ambiente junto a representantes regionales en un 80% nombrados por el Presidente de la República. De modo que proyectos que han recibido una calificación negativa por parte de los técnicos de Comisión Regional, finalmente han sido aprobados por la máxima autoridad ambiental, política: la COREMA correspondiente, presidida por el Intendente regional.

La globalización profundiza los conflictos

La llamada globalización que apunta centralmente a establecer mecanismos de comercio que permitan a las empresas multinacionales acceder más libremente a recursos naturales y mercados ha llevado a muchos países de la región a flexibilizar los aspectos que puedan presentar problemas para el proceso globalizador: el ambiente y el empleo.
Estos dos componentes fundamentales de cada proceso de desarrollo han sido vistos en los países latinoamericanos como posibles obstáculos para las operaciones productivas y comerciales de los grandes consorcios. De modo que han sido encasillados en esquemas legislativos despojándolos de su fundamental rol regulador del desarrollo. 

Ello ha quedado de manifiesto a través del manejo que han hecho los gobiernos democráticos del tema. El ambiente ha sido señalado como un riesgo para el desarrollo (económico) y la fuerza laboral ha debido adaptarse flexiblemente a las necesidades de las grandes empresas. Ninguno de ellos ha sido materia de suficiente dedicación por parte del Estado ubicándose en espacios formales del discurso de autoridades nacionales y regionales.

Además, el discurso gubernamental ha dejado claramente de manifiesto que los trabajadores no pueden pedir más que lo que las empresas están dispuestas a darle. Y en cuanto al ambiente, el ex Presidente de la República, Eduardo Frei, manifestó ya en 1994 su posición al respecto: "no vamos a paralizar el desarrollo nacional por razones medioambientales, porque no vamos a impedir que el país progrese"

Progreso nuevamente se entiende como crecimiento económico, donde el empleo y el ambiente deben ser relegados a factores de baja relevancia en un horizonte de tiempo aún no determinado.

Sectores sujetos a progreso son sectores presa de conflictos

En efecto, existen sectores de la economía nacional que han aumentado su dinamismo económico y han consolidado su crecimiento. La minería es un ejemplo, seguido por la fruticultura de exportación, la explotación forestal y su industria procesadora de productos. Como vemos, se trata de actividades basadas principalmente en la explotación de los recursos naturales.

· 
Justamente han sido esos sectores los que han protagonizado los conflictos ambientales más álgidos. También las políticas de gobierno apuntan a asegurar condiciones especiales para el desenvolvimiento de la fuerza de trabajo y el ambiente en ellos.

· Minería
La minería no ha respetado la existencia de recursos acuíferos y ha despojado de éstos a comunidades campesinas en el norte del país. Las aguas utilizadas y contaminadas por la minería retorna a sus cursos naturales arruinando a su paso recursos utilizados por comunidades agrícolas aguas abajo.

En otras oportunidades es la contaminación atmosférica, los aerosoles ácidos, las tronaduras, el polvo en suspensión conteniendo metales pesados, arsénico, etc., que se han convertido en peligro para la salud y actividades de subsistencia de la población, y por ende, han generado un sinnúmero de reacciones de los afectados.

 
Sin embargo dentro de ese proceso, las comunidades indígenas que viven de la agricultura están condenadas a desaparecer.

Las medidas de mitigación desarrolladas por las empresas mineras no son suficientes para compatibilizar su operación con la existencia de asentamientos humanos en su entorno. Muy por el contrario, tales medidas son principalmente utilizadas como argumento para demostrar antes de iniciar las actividades, que ellas tienen un carácter inofensivo, a pesar que estemos hablando de una de las actividades consideradas entre las más contaminantes del planeta.

Así mismo los trabajadores se ven expuestos a situaciones de gran riesgo sin estar suficientemente protegidos de sustancias tóxicas y posibles accidentes. De esta forma se convierten en víctimas y ejecutores de situaciones de riesgo ambiental sin que legalmente puedan hacer mucho para mejorar sus condiciones ambientales. Intentos por introducir la protección ambiental como parte de las negociaciones colectivas entre trabajadores y empresa, han sido desechados por esta última, impidiendo abordar este importante tema, objeto de preocupación de los trabajadores.

· Fruticultura
Es la segunda actividad de exportación del país. Su implementación data de principios de los 80 y se ha convertido en una de las actividades con mayor presencia de conflictos, sin embargo estos tienen aún el carácter de latente.

La indiscriminada utilización de agroquímicos altamente peligrosos hace de la fruticultura una fuente de contaminación del medio y de los trabajadores, principalmente mujeres temporeras que no tienen protección, precisamente por el sistema de trabajo estacional. Son ellas las que generalmente están más expuestas a situaciones de riesgo frente al uso intensivo de agroquímicos.

Intoxicaciones masivas, abortos espontáneos, nacimiento de niños con malformaciones, cáncer y muchas otros problemas de salud, son el resultado del impacto ambiental de la actividad frutícola.

En el medio ambiente, contaminación de suelo y aguas superficiales y subterráneas hacen de la actividad una de las de mas alto riesgo por presencia de tóxicos en el entorno. Forman parte de ellos las sustancias tóxicas persistentes que por su larga vida tienen una presencia y riesgo para la salud y el ambiente en general permanente.

Las fumigaciones masivas en predios cercanos a casas y escuelas llevadas a efecto sin mayores cuidados, ha significado poner en riesgo la vida de muchas personas en las regiones productoras de fruta de exportación.

La ausencia de información y precauciones por parte del Estado hace temer que dentro de unos años se manifiesten mas agudamente los efectos de la utilización indiscriminada de agroquímicos.

El desconocimiento de los consumidores de esta realidad hace entre otras cosas que situaciones de grave contaminación e injusticia social formen parte de la realidad cotidiana de trabajadoras y trabajadores del sector. Sin embargo, denuncias de organizaciones ecologistas, campesinas y de consumidores han levantado una primera voz de alerta respecto a los graves daños producidos por la actividad. 


A pesar de estar comprobados los riesgos de los agroquímicos, los importadores de ellos, los productores agrícolas y exportadores de frutas insisten en su utilización. Ello ha permitido que un conflicto latente vaya manifestándose paulatinamente a partir de los episodios más claros de riesgo ambiental.

El Estado, por su parte, ve con ojos permisivos las conductas de los industriales de agroquímicos y fruta, no considerando la protección de la población a pesar que existen instrumentos legales para lograr al menos la aplicación de mínimas medidas de protección para los trabajadores. La ausencia de fiscalización hace que el uso de agroquímicos se transforme en una guerra biocida, que incluye entre sus víctimas a trabajadoras y consumidores.

· Las plantaciones forestales
Similar a la fruticultura, el sector forestal además de desplazar en muchos lugares al bosque nativo y a la agricultura, se está convirtiendo en un peligro para comunidades que han quedado rodeadas de plantaciones y comienzan a perder sus fuentes de agua. 

Es conocido el impacto de las plantaciones de pinos y eucaliptos sobre las aguas subterráneas y superficiales. La gran demanda de agua de estas especies de rápido crecimiento agota los recursos despojando a campesinos y comunidades indígenas de la posibilidad de continuar sus actividades tradicionales. Sumamos a lo anterior la aplicación de insumos químicos, insecticidas, fungicidas, herbicidas y otros productos, tanto en el cultivo como en el procesamiento de la madera. Ello ha llevado a convertir a la producción forestal en fuente importante de contaminación para la población vecina.

A esto debemos agregar que la actual industria forestal se vio beneficiada de diversas maneras. La más importante se refiere a la posibilidad de adquirir predios forestados antes de 1973 a bajos precios, lo que le dio un impulso importante para iniciar la acumulación de capital. Luego un decreto de subsidio a la reforestación permitió que las grandes empresas reforestarán casi sin costo. Finalmente se permitió la concentración de grandes superficies dedicadas a la agricultura ahora destinadas a las grandes plantaciones forestales.

Los impactos ambientales como consecuencia de actividades de grandes empresas no llega muchas veces a convertirse en conflictos ambientales ya que aquellas indemnizan las perdidas de los campesinos en productos, ganado, miel, etc.  Sin embargo, no comunican a esos campesinos de los riesgos para la salud provocada por la contaminación del sector.

Por otro lado, la actividad de transformación del sector forestal -sobre todo la fábrica de chapas y principalmente la elaboración de celulosa- provoca impactos ambientales que están significando la perdida de recursos hídricos por contaminación, la generación de lluvia ácida y el desplazamiento de otras actividades productivas más cercanas a la sustentabilidad.

La expansión de la industria de la celulosa está poniendo en jaque otras actividades defendidas por comunidades conscientes de la necesidad de oponerse a actividades con gran impacto ambiental como  la producción de celulosa blanqueada con dióxido de cloro.

Finalmente han sido las poblaciones mapuche que habitan las zonas forestales quienes se han visto principalmente perjudicadas por la operación de las grandes empresas forestales. Han debido dejar sus tierras producto del acoso, y los que se han rehusado a ello se ven enfrentados a la desaparición de sus aguas, al impacto de la aplicación de plaguicidas y a la dificultad de acceso a sus tierras al quedar virtualmente encerrados entre grandes predios forestales.

· Contaminación industrial urbana
Suficientes han sido los episodios de contaminación por incidentes provocados por industrias ubicadas en el radio urbano de casi todas las ciudades del país.

Incendios, derrames, explosiones, emisiones tóxicas y muchos otros incidentes ponen de manifiesto la incompatibilidad de actividades productivas en medio de asentamientos humanos. Movilizaciones civiles han exigido desde años la reubicación de industrias peligrosas y contaminantes.

Conflictos ambientales de larga duración y con diversos resultados han dejado de manifiesto la inseguridad de instalaciones industriales urbanas y, como en la mayoría de los casos, las industrias más peligrosas y contaminantes se ubican en los barrios donde habitan las poblaciones de más escasos recursos de modo que los episodios de riesgo y contaminación afectan a dichos sectores sin que las autoridades tomen suficientes medidas para evitarlos.

Ello constituye una doble injusticia: la ambiental y la social.

A pesar de existir una ampliación en la presentación de conflictos ambientales, donde el carácter participativo de las comunidades ha sido cada vez mayor, autoridades y algunos sectores empresariales aun no internalizan la necesidad de evitar situaciones que puedan tener graves consecuencias para la población y el medio ambiente.

Interpretaciones interesadas
Aferrados a obtusos planteamientos que intentan identificar preocupación ecológica con posiciones políticas anti-desarrollistas; tendencias políticas de derecha que intentan encontrar explicaciones ideológicas para someter la presentación de conflictos ambientales a juicios políticos y de esa forma ponerlos fuera del marco legal o de convivencia social son costumbres en las que incurren gremios de empresarios, ideólogos de derecha y algunos políticos de gobierno.

Esto no hace más que agravar la tensión respecto a una protección ambiental caracterizada por tendencias de justicia social y exigencia de políticas democráticas que demandan espacios de participación para la sociedad chilena.

Asociando las legitimas exigencias civiles de grupos afectados por contaminación, con supuestas intenciones de oposición a un desarrollo impuesto desde el Estado y el sector privado, empresarios y autoridades han desplegado campañas para despojar de derechos de defensa ambiental a la ciudadanía. Ha sido la tónica que prevalece en los conflictos ambientales de al menos los últimos cinco años.

De ese modo, los esfuerzos de empresarios y gobierno han estado centrados en lograr el desprestigio de las comunidades que exigen el derecho a vivir en un medio ambiente que permita proyectar sus actividades económicas y sociales en el largo plazo. Esto lo han hecho luchando contra las interpretaciones antojadizas que pretenden hacerles pagar el costo del crecimiento.

El rol de la mujer en los conflictos ambientales

La mayoría de los conflictos ambientales pasa por diferentes etapas, cada una de las cuales enfrentan diferentes desafíos. Una de ellos es poder mantener la claridad de lo que significa estar involucrado en un conflicto y lo que se  pretende lograr mediante la gestión de éste.

En este caso, ha sido hasta hoy la participación de la mujer la que ha permitido mantener claro el objetivo principal del conflicto en cuestión, frente a la tentación en que incurren generalmente lo dirigentes hombres de transar daño ambiental por compensaciones sociales o económicas.

La corrupción o la cooptación -estrategia utilizada por las empresas- no obtiene resultados cuando el motor dirigente del conflicto esta en manos de las mujeres. Y son justamente ellas quienes forman el componente de permanencia de participación y lucha en los conflictos ambientales. Han sido los conflictos que se han gestionado exitosamente aquellos donde el rol de la mujer en la dirigencia y la gestión ha tenido mayor relevancia.

Solución de conflictos ambientales

Diversas son las posiciones frente a la presentación de conflictos ambientales. Desde las tendencias más conservadoras que indican que la sola presentación de un conflicto (ambiental) es una situación que daña la convivencia de una sociedad determinada y por ello es necesario evitar la presentación de los mismos, hasta la conflictuación de situaciones de daño ambiental con el objeto de lograr una participación ciudadana y mayores exigencias de protección ambiental.

La primera tendencia -de carácter pro empresarial- procura sustraer las bases que justifican la oposición a proyectos económicos de modo de dejar fuera de posibilidad la presentación de exigencias contra algún deterioro ambiental y sus consecuencias. El interés subyacente de esta tendencia es poder permitir una libre intervención ambiental sin que las comunidades afectadas puedan expresar su oposición legitima y la consecuente presentación de exigencias para evitar o reparar un daño ambiental específico.

Otra tendencia utilizada por el Estado busca resolver los conflictos ambientales mediante la concertación de actores involucrados. Si bien esta tendencia reconoce la legitimidad de exigencias de la sociedad civil de evitar daños ambientales o repararlos, de acuerdo a las posibilidades, lo que busca es poner a los actores en una misma sintonía respecto a la cantidad de daño aceptable para todos y cada uno de ellos.

El riesgo de esta tendencia es que sólo se hace cargo de la disputa social que se presenta a raíz de una situación de daño ambiental sin reconocer aspectos de desigualdad de los actores respecto a las posibilidades reales de cada uno de ellos de influir en el desenlace del conflicto.

El resultado de resolución de conflictos ambientales, siguiendo esta tendencia, es que el método de concertación permite imponer soluciones a actores débiles sin acceso a información y poder de influencia. Ello es posible al partir de la base que todos los actores pueden influir equitativamente en la solución del problema.


Otro riesgo es que si no existe un actor social que intente representar los intereses del ambiente, es decir la suficiente protección ambiental, la resolución puede finalmente ser a costa del deterioro ambiental subvalorado en ese momento. Una revalorización del ambiente puede posteriormente reiniciar el conflicto ya considerado resuelto.

Por último existe la tendencia que indica que la solución de los conflictos ambientales debe tener como base la protección ambiental ya que un grupo de personas no tiene derecho de dañar un ambiente que sólo les pertenece en forma temporal. Ello implica tener en consideración el derecho de las generaciones futuras a disfrutar un de ambiente sano. 

Este principio, aunque reconocido en diversas instancias, esta lejos de ser aplicado cuando se trata de resolver disputas ambientales.

Otra consideración que tiene esta tercera tendencia sostenida por algunas organizaciones ecologistas, entre las que se cuenta el Observatorio Latinoamericano de Conflictos Ambientales, es que los procesos de concertación como modelo de resolución de conflictos no consideran el carácter de desigualdad social de algunos actores respecto de otros.

De tal modo que para resolver conflictos se requiere una nivelación en el acceso a recursos por parte de los actores débiles, y tener suficientemente en cuenta al actor sin voz en el conflicto, es decir el ambiente. Mas aún, la tendencia aquí presentada reconoce la existencia de un conflicto latente tras cada problema ambiental.

En consideración a lo anterior, la presentación de un conflicto independiente de la acción de algún actor en particular,  es cuestión de tiempo. Dependerá de la conciencia de los actores afectados por el daño, la posibilidad de presentación del conflicto ambiental en cuestión. Desde luego, esa conciencia es dinámica y creciente.

Por otro lado la buena gestión del conflicto ambiental permite, mediante la nivelación de los actores participantes, lograr la debida protección del ambiente dañado o amenazado por un daño. De este modo, influir para que un conflicto latente (caracterizado por un daño ambiental presente o la evidente amenaza de producirse este daño) se convierta en un conflicto manifiesto y por lo tanto que permita su correcta gestión, es el primer paso para lograr una protección ambiental adecuada.

Esta propuesta de gestión de conflictos ambientales contempla entre otros la participación real de los actores, sobre todo de aquellos que son los receptores del daño, logrando así una solución más permanente de los conflictos ambientales.


Consideramos finalmente que la solución de los conflictos ambientales pasa por enfrentarlos desde la perspectiva de la participación democrática y equitativa de los actores involucrados. Ello implica no aceptar de antemano consignas relativas al crecimiento y al desarrollo, sino más bien utilizar un enfoque que señale que la debida protección ambiental es la base del desarrollo y el bienestar social presente y futuro. 

Tendencia regional

Los conflictos ambientales han ido formando parte de la realidad nacional de los diversos países de la región. Sus características, aunque particulares, presentan similitudes importantes tanto en lo que se refiere a los sectores de la economía sensibles a conflicto, como la actitud de los diversos actores involucrados en ellos. Se debe principalmente al hecho que el modelo económico neoliberal de apertura a los mercados implementado en Chile, está siendo copiado casi al pie de la letra por el resto de los países de la región, algunos con mayor fidelidad que otros.

Ello lleva consigo que la aparición de los conflictos ambientales, al igual que en Chile, sea una situación que necesariamente irá determinando parte importante de las relaciones sociales también en aquellos países que implementen el modelo. El desarrollo de instrumentos para enfrentarlos comunitariamente desde la sociedad civil -tarea realizada por OLCA en Chile- es de importancia a la hora de compartir experiencias y evitar errores en la gestión comunitaria de conflictos en aquellos países.

Es por ello que OLCA inició desde 1995 un trabajo colaborativo con organizaciones en países de la región para intercambiar experiencias e instrumentos de modo de estar preparado para enfrentar estas nuevas situaciones de conflicto ambiental. Los instrumentos desarrollados para tales fines son talleres de gestión comunitaria de conflictos ambientales a través de la Red Latinoamericana de Conflictos Ambientales, RELCA. 
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